
a la Administración al pago de las cantidades que resulten, sin 
expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo ai Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentenciá, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de" diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artícuio 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 22 de septiembre de 1983.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi­
el: avila Pailarés.
Excmos Sres : Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

29422 ORDEN 111/03290/1983, de 22 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 14 de 
marzo de 1983, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Gervasio Legazpi Díaz, 
Sargento de Infantería y Caballero Mutilado Per­
manente.

. Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Gerva­
sio Legazpi Díaz, quien postula por sí mismo y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministe­
rio de Defensa de 16 de abril y 20 de junio de 1979, se ha dictado 
sentencia, con fecha 14 de marzo de 1983, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Gervasio Legazpi Díaz, 
representado por el procurador señor Granados Weil, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 16 de abril y 20 de 
junio de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las mismas 
en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, 
asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recu­
rrente el derecho que tiene a percibir el complemento de desti­
no por responsabilidad en la función, desde la fecha de la efec­
tividad económica de su ascenso a Sargento hasta la entrada en 
vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando a la Admi­
nistración al cago de las cantidades que resulten, sin expresa 
imposición de costas.
misma con el expediente administrativo al Ministerio de Defen-

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de la 
sa, para su ejecución y cumplimiento.

Asi por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las Facultades que me con­
fiera el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV: EE. muchos años.
Madrid, 22 de septiembre de 1983.—P. D.. el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarás. 
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y Gene­

ral Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

29423 ORDEN 111/03436/1983, de 22 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 27 de 
mayo de 1983, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Diego Sans Sans.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Diego Sans Sans, 
quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por el Aboga­
do del Estado, contra las resoluciones del Consejo Supremo de 
Justicia Militar sobre haber pasivo, se ha dictado sentencia con 
fecha 27 de mayo de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción a la pretensión principal de la demanda, estimamos el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Diego

Sans Sans on-tra las resoluciones de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar sobre haber pasivo, las-que 
anulamos en cuanto fijan la pensión de retiro del recurrente en 
cuantía inferior al 90 por 100 del haber regulador, debiendo 
dictar nuevo acuerdo señalándola en ese porcentaje; sin impo­
sición de las costas causadas en este recurso.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Esiado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa d», 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3." de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. m ichos años.
Madrid, 22 de septiembre de 1983.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi- 
chavilla Pailarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

29424 ORDEN 111/03284/1983, de 26 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 17 de 
febrero de 1983, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Balbino Legazpi Rodil, 
Sargento de Infantería y Caballero Mutilado Per­
manente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Balbino 
Legazpi Rodil, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 16 de mayo y 4 de julio de 1979, se ha dictado, 
sentencia con fecha 17 de febrero de 1983, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Balbino Legazpi Rodil, 
en su propio nombre y derecho, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 16 de mayo y 4 'de julio de 1979, debemos 
declarar y declaramos no ser las mimas en parte ajustadas 
a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, parcial­
mente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente el derecho 
que tiene a percibir el complemento de destino por responsabi­
lidad en la función, desde la fecha de su efectividad econó­
mica en el empleo de Sargento hasta la entrada en vigor de la 
Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando a la Administración 
al pago de las cantidades que resulten; sin expresa imposición 
de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así, por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con !o establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
numero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 26 de septiembre de 1983.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarás.

Excmos. SréS. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

29425 ORDEN 111/03303/1983, de 26 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 17 
de febrero de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Leoncio Goñi Rubert, 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Leoncio 
Goñi Rubert, quien postula por si mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio de



Defensa de 5 de junio y de 31 de agosto de 1979, se ha dictado 
sentencia con fecha 17 de febrero de 1983, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencioso 
administrativo interpuesto por don Leoncio Goñi Rubert, repre­
sentado por el Procurador don José Manuel de Dorremochea, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 8 de junio y 
de 31 de agosto de 1078, debemos declarar y declaramos no ser 
las mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las 
anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a 
dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el complemento 
de destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de 
su efectividad económica en el empleo de Sargento hasta la 
entrada en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando 
a la Administración al pago de las cantidades que resulten: sin 
expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de

la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se uniré certificación 
al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la L^y 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de 
diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EÉ. muchos años.
Madrid, 26 de septiembre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallaris.

Excmos Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

29426 ORDEN 111/03304/1983, de 26 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 10 
de marzo de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Pedro Arribas Nieto, 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Pedro 
Arribas Nieto, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 17 de abril y de 20 de mayo de 1980, se ha dictado 
sentencia con fecha 10 de marzo de 1983, cuya parte dispositiva 
se como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Pedro Arribas Nieto Sargento, 
Caballero Mutilado Permanente, contra resoluciones del Mi­
nisterio de Defensa de 17 de abril y de 20 de mayo de 1980, 
debemos declarar y declaramos no ser las mismas en parte 
ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, 
parcialmente, reconociendo, er cambio, a dicho recurrente el de­
recho que tiene a percibir el complemento de destino por respon­
sabilidad en la función, desde la fecha de la efectividad econó­
mica de su ascenso a Sargento hasta la entrada en vigor de la 
Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando a la Administración al 
pago de las cantidades que resulten; sin expresa imposición de 
costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legales junto con el expediente en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3. de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 20 de septiembre d, 1963.—P. D., el'Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmos. Sres, Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

29427 ORDEN 111/03305/1983, de 26 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 16 
de marzo de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Félix García Andrés, 
Sargento de la Guardia Civil y Caballero Mutilado 
Absoluto.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Félix 
García Andrés, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 16 de mayo y de 4 de octubre de 1970, se ha 
dictado sentencia con fecha 16 de marzo de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Félix García Andrés, represen­
tado por el Procurador señor Estévez Fernández-Novoa, contra

resoluciones del Ministerio de Defensa de 16 de mayo y de 
4 de octubre de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las 
mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consencuencia, las 
anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a 
dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el complemento 
de destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de 
la efectividad económica en el empleo de Sargento hasta la en­
trada en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando 
a la Administración al pago de las cantidades que resulten; sin 
expresa imposición de costas.

Fírme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certificación 
al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de 
diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 26 de septiembre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallares,
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

29428 ORDEN 111/03306/1983, de 26 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 17 
de febrero de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Rafael Lubián Ges- 
teiro, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Rafael 
Lubián Gesteiro, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 28 de marzo y de 27 de junio de 1979, se ha dictado 
sentencia con fecha 17 de febrero de 1983, cuya parte dispositiva 
es comoc sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Baldomero Isoma Casal, Pro­
curador, en nombre de don Rafael Lubián Gesteiro, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 26 de marzo y de 27 
de junio de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las 
mismas en parte ajustadas a derecho, y. en consecuencia, las 
anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a 
dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el oomplemento 
de destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de su 
efectividad económica en el empleo de Sargento hasta la entrada 
en vigor de la Ley 5/1978, de 11 de marzo, condenando a la 
Administración al pago de las cantidades que resulten; sin expre­
sa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certificación 
al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme-


